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Ref. : Su consulta sobre efectos de la reforma pensional adoptada mediante la ley 797 de 2003. Retiro de funcionarios con derecho a jubilación, régimen de transición. 

De conformidad con su solicitud de la referencia, procedo a rendir el concepto jurídico solicitado sobre el tema del rubro de la siguiente manera:

1. LA CONSULTA: Interesa saber si dentro de los efectos de la reforma pensional adoptada mediante la Ley 797 de 2003 se produjo modificación a las normas que en la ley 100 de 1993 y la 344 de 1996 establecen la permanencia de servidores docentes en servicio activo aunque hayan reunido los requisitos para jubilarse y si hay o no efectos diferentes en cuanto al régimen de transición pensional para estos servidores. 
2. FUENTES DE LA INFORMACIÓN: Para atender la presente consulta se consideraron las siguientes fuentes de información: Régimen del Empleado Oficial, Leyes 53 y 157 de 1887, 100 de 1993, 33 de 1985, 4ª de 1992 y 344 de 1996 y sus normas concordantes.  De igual modo se consultaron antecedentes jurisprudenciales sobre vigencia de la ley en el tiempo y sobre derogatorias de la ley expresas y tácitas. 
3. ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN: Una vez agotado el detenido estudio de todas y cada una de las disposiciones de la ley 797 de 2003 y su correlativo cotejo con las disposiciones de la ley 100 de 1993, la secretaría considera que no se produjo cambio en las normas que permiten a los docentes universitarios permanecer en el servicio activo aunque reúnan los requisitos de jubilación por las razones que pasan a expresarse: a) La Ley 797 de 2003 en su título consagra que a través de ella se modifican “algunos artículos de la ley 100 de 1993” entre los cuales, obviamente, no aparece modificado el artículo 150 que establece la posibilidad de permanecer en el servicio aunque se hayan reunido los requisitos para la JUBILACIÓN (mayúsculas y negrillas mías). b) En las derogatorias expresas de la ley 797 de 2003 no se menciona el artículo 150 de la ley 100 de 1993 y tampoco la ley 344 de 1996. c) Con lo anterior, se descarta la derogatoria expresa y, en consecuencia, queda la opción de verificar la ocurrencia de una derogatoria tácita, es decir, de poner de manifiesto la incompatibilidad de las disposiciones anteriores con lo resuelto en la nueva ley. Esto, a nuestro juicio, tampoco ocurre por cuanto la ley 797 de 2003 es clara en manifestar, en lo pertinente con este asunto, que  al empleado que reúna los requisitos para PENSION DE VEJEZ (mayúsculas y negrillas mías) quedará incurso en justa causa para dar por terminada su vinculación con la entidad o bien que la entidad adelante este trámite de reconocimiento pensional dentro de los treinta días siguientes si el empleado no la tramitare (Artículo 9, ley 797 de 2003,  modificatorio del 33 de la ley 100 de 1993, parágrafo 3º).  Esto quiere decir que no puede predicarse una incompatibilidad de lo resuelto en la nueva ley con lo dispuesto en las normas de la ley 100 de 1993 y la 344 de 1996 por cuanto regulan efectos diversos para situaciones diversas pues una cosa es que un servidor reúna requisitos legales para la pensión de vejez y otra es que los reúna para la jubilación.  En consecuencia, de entrada podría afirmarse que la universidad no puede provocar el retiro de sus servidores bajo el sólo argumento de reunir los requisitos para la pensión de jubilación, pero, contrario sensu, podrá adelantar ese retiro, cuando los servidores reúnan requisitos para pensión de vejez, bien, al momento que le sea reconocida esta prestación por la entidad a cargo de la prestación, si el servidor la tramitare o bien, que la universidad, dentro de los treinta días siguientes a la reunión de requisitos la tramite directamente.  Ahora bien, cuáles fueron los efectos de la ley 797 en cuanto al régimen de transición establecido en el artículo 36 de la ley 100 de 1993? que es la segunda inquietud planteada. Veamos: La ley 797 de 2003 modifica los incisos 2º y 5º de dicha norma y adiciona el parágrafo con los siguientes efectos: Los incisos 2º y 5º sufren un cambio en su redacción y se sujetan los requisitos, condiciones y monto de la pensión a lo que 
establece la nueva normativa en cuanto no sean cubiertos por el régimen de transición que, esencialmente, se mantiene para quienes a la fecha de entrada en vigencia del sistema tengan las condiciones de edad y tiempo de servicio que ya venían incorporados en la ley 100 de 1993.  Igualmente se agrega una exclusión del régimen de transición para aquellos afiliados que se acojan al régimen de ahorro individual con solidaridad que se acojan al régimen de prima media, a menos que al 1 de abril de 1994 hubieren tenido quince años o más de servicios o semanas cotizadas, caso en el cual pueden pensionarse con el régimen anterior al de la ley 100 si cumplen los requisitos que se enlistan en la nueva ley, esto es, que trasladen al ISS el capital ahorrado y que dicho capital, descontando el bono pensional, no sea inferior a las cotizaciones correspondientes en caso en que hubieren permanecido en el régimen de prima media. Con esta modificación, en nuestro sentir, se acoge en la nueva ley lo que ya había resuelto la jurisprudencia en el sentido que no operaba la pérdida del régimen de transición para quienes voluntariamente decidían migrar del régimen de prima media al de ahorro individual y así, se recupera este derecho, previo cumplimiento de los mencionados requisitos de capital y de equivalencia de las cotizaciones. 
4. CONCLUSIONES: A modo de conclusiones se formulan las siguientes:

4.1. Los servidores de la universidad que reúnan los requisitos para obtener el reconocimiento de su pensión de jubilación no pueden obligarse a su retiro hasta que no lleguen a al edad de retiro forzoso, a menos que antes de la fecha indicada, reúnan los requisitos para obtener la pensión de vejez.

4.2. Quien reúna los requisitos para obtener la pensión de vejez debe tramitar su reconocimiento y una vez reconocida esta prestación podrá ser retirado del servicio. Si el empleado no la tramita, la universidad puede hacerlo directamente y en su nombre dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha del cumplimiento de tales requisitos. 

4.3. Los cambios en el régimen de transición operan en cuanto a que se excluyen de este régimen a quienes se acojan al régimen de ahorro individual con solidaridad a menos que decidan regresar al de prima media con prestación definida, cumpliendo los requisitos de capital y aportes que se dejaron indicados. Igualmente se agregan nuevos efectos de transición a favor de aquellos que al 1 de abril de 1994 tuvieren quince años o más de servicios o semanas cotizadas, haciendo posible su pensión con el régimen anterior al de la ley 100 de 1993. 

5.  EFECTOS DEL PRESENTE CONCEPTO: De conformidad con el artículo 25 del C.C.A. lo expresado en este documento no es de obligatorio cumplimiento y no compromete la responsabilidad de la Universidad.

Dejo en los términos anteriores atendida la solicitud del señor rector sobre el tema de la referencia y sólo resta reiterar mi disposición a rendirle las aclaraciones o ampliaciones que del presente concepto se deriven.

Hasta una próxima oportunidad.

CARLOS ALFONSO ZULUAGA ARANGO

Secretario General

